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Jueves, 6 de agosto de 2026

dEPartaMEnto adMinistratiVo  
Para la ProsPEridad social

Decretos

DECRETO NÚMERO 1090 DE 2026

(agosto 6)
por el cual se acepta una renuncia y se hace un encargo.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, y en particular las previstas en el numeral 13 del artículo 189 de la Constitución 
Pública, y los artículos 2.2.5.1.1, 2.2.11.1.3·y 2.2.5.4.7 del Decreto número 1083 de 2015, 
y

CONSIDERANDO:
Que el doctor José Luis Pastrana Palacio, identificado con la cédula de ciudadanía 

número 7732323, mediante comunicación de fecha 10 de julio de 2026, presentó renuncia 
al cargo de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la 
Subdirección General de Programas y Proyectos para el Desarrollo Social de la planta de 
personal del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Que ante la vacancia que se genera se hace necesario efectuar un encargo en el empleo 
de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección 
General de Programas y Proyectos para el Desarrollo Social de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Aceptación renuncia. Aceptar la renuncia presentada por el doctor José Luis 
Pastrana Palacio, identificado con la cédula de ciudadanía número 7732323, en el empleo 
de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección 
General de Programas y Proyectos para el Desarrollo Social de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a partir del 7 de agosto de 2026.

Artículo 2º. Encargo. Encargar a partir del 7 de agosto de 2026 al doctor Hernán Iván Martín 
Velásquez, identificado con la cédula de ciudadanía número 79632592, Director Técnico Código 
0100, Grado 24 de la Dirección de Transferencias Monetarias del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad ·Social, de las funciones del empleo de Subdirector de Departamento 
Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección General de Programas y Proyectos 
para el Desarrollo Social de la misma entidad, sin separarse de las funciones propias del cargo 
del cual es titular y hasta que se provea la vacante de manera definitiva.

Artículo 3º. Comunicación. Comunicar este decreto a los señores José Luis Pastrana Palacio 
y Hernán Iván Martín Velásquez, a través de la Oficina de Talento Humano del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social.

Artículo 4º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado a 6 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

Mauricio Rodríguez Amaya.

DECRETO NÚMERO 1091 DE 2026

(agosto 6)
por el cual se acepta una renuncia y se hace un encargo.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, y en particular las previstas en el numeral 13 del artículo 189 de la Constitución 
Pública, y los artículos 2.2.5.1.1, 2.2.11 1.3 y 2.2.5.4.7 del Decreto número 1083 de 2015, 
y

CONSIDERANDO:
Que la doctora Magnolia del Socorro Agudelo Velásquez, identificada con la cédula de 

ciudadanía número 43020663, mediante comunicación de fecha 10 de julio de 2026, presentó 
renuncia al cargo de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 
de la Subdirección General de Inclusión Productiva para la Paz de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Que ante la vacancia que se genera se hace necesario efectuar un encargo en el empleo de 
Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección General 
de Inclusión Productiva para la Paz de la planta de personal del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Aceptación renuncia. Aceptar la renuncia presentada por la doctora Magnolia 
del Socorro Agudelo Velásquez, identificada con la cédula de ciudadanía número 43020663, 

en el empleo de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de 
la Subdirección General de Inclusión Productiva para la Paz de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a partir del 7 de agosto de 2026.

Artículo 2º. Encargo. Encargar a partir del 7 de agosto de 2026 a la doctora Marian Stefany 
Serrano Sánchez, identificada con la cédula de ciudadanía número 1099208262, Director Técnico 
Código 0100, Grado 24 de la Dirección de Economía Popular del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, de las funciones del empleo de Subdirector de Departamento 
Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección General de Inclusión Productiva para 
la Paz de la misma entidad, sin separarse de las funciones propias del cargo del cual es titular y 
hasta que se provea la vacante de manera definitiva.

Artículo 3º. Comunicación. Comunicar este decreto a las señoras Magnolia del Socorro 
Agudelo Velásquez y Marian Stefany Serrano Sánchez, a través de la Oficina de Talento Humano 
del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Artículo 4º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado a 6 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

Mauricio Rodríguez Amaya.

DECRETO NÚMERO 1110 DE 2026

(agosto 6)
por el cual se crea la Comisión lntersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y 

Adolescencia, y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales y 

legales, en especial de las conferidas por el artículo 45 de la Ley 489 de 1998 y los artículos 6º y 
8º de la Ley 2328 del 2023, y

CONSIDERANDO: 
Que el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia reconoce como derechos 

fundamentales de los niños, niñas y adolescentes.
“la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, .la alimentación equilibrada, 

su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la 
educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra 
toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 
laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La 
familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 
exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos 
de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”.

Que, de acuerdo con el artículo 45 ibidem, el adolescente tiene derecho “a la protección y a 
la formación integral. El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en 
los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la 
juventud”.

Que el numeral 1 del artículo 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, aprobada en 
Colombia por la Ley 12 de 1991, establece que: “En todas las medidas concernientes a los niños 
que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá, será el 
interés superior del niño”. 

Que la Ley 7ª de 1979, modificada por el artículo 8º de la Ley 89 de 1988 y reglamentada por 
el Decreto número 2388 de 1979, por la cual se dictan normas para la protección de la Niñez, 
se establece el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, se reorganiza el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones, dispone en los artículos 12 y 13 que el 
Bienestar Familiar es un servicio público a cargo del Estado, que se prestará a través del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), el cual tiene, entre otros fines, promover la integración 
y realización armónica de la familia, así como proteger y garantizar los derechos de la niñez, y 
coordinar las entidades estatales competentes en el manejo de los problemas de la familia y de los 
menores de 18 años.

Que los artículos 3º y 7º de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la 
Infancia y la Adolescencia, disponen que son titulares de derechos todas las personas menores de 
18 años y garantiza la protección integral de los niños, niñas y adolescentes.

Que el artículo 205 de la precitada ley consagra que “el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar como rector del Sistema Nacional del Bienestar Familiar, tiene a su cargo la articulación 
de las entidades responsables de la garantía de los derechos, la prevención de su vulneración, la 
protección y el restablecimiento de los mismos, en los ámbitos nacional, departamental, distrital, 
municipal y resguardos o territorios indígenas”.

Que el artículo 2º del Decreto número 936 del 2013, define el Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar como “...el conjunto de agentes, instancias de coordinación y articulación y de 
relaciones existentes entre estos para dar cumplimiento a la protección integral de los niños, 
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niñas y adolescentes y el fortalecimiento familiar en los ámbitos nacional, departamental, 
distrital, municipal”.

Que el artículo 6º del Decreto número 936 del 2013, estableció que:
...el Sistema Nacional de Bienestar Familiar operará en los ámbitos nacional, departamental, 

distrital y municipal congregando instancias de decisión, operación, desarrollo técnico y 
participación a los agentes públicos, privados, de la sociedad civil, comunitarios del tercer sector 
y de la cooperación nacional e internacional que hacen parte del mismo.

Además, se establecerán planes de acción anual en los distintos ámbitos con el fin de 
organizar las acciones de los integrantes del _Sistema en tomo al cumplimiento de los objetivos 
del (...) [SNBF].

Que el Consejo Nacional de Política Social en junio de 2018 aprobó la Política Nacional de 
Infancia y Adolescencia 2018-2030, la cual tiene como finalidad contribuir al desarrollo integral 
de las niñas, niños y adolescentes, y generar condiciones de bienestar, acceso a oportunidades con 
equidad, incidencia de las niñas, niños y adolescentes en la transformación del país.

Que en el documento Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia 
Mundial de la Vida”, que hace parte integral de la Ley 2294 de 2023, en el capítulo “Crece la 
Generación para la Paz y la Vida: Niñas, niños y adolescentes protegidos y con oportunidades”, 
establece que Colombia requiere de instituciones modernas y un cambio profundo en la manera 
como se implementan las políticas públicas. Es por ello que, el Gobierno nacional promoverá 
el desarrollo integral de la infancia y adolescencia, fortaleciendo la implementación de la 
Política Nacional de Infancia y Adolescencia 2018-2030, promoviendo la protección integral y 
restablecimiento de los derechos de la infancia desde una perspectiva de enfoque intersectorial. 
De igual forma, se ampliará la jornada escolar y se protegerán las trayectorias de vida y educativas.

Que el artículo 6º de la Ley 2328 de 2023, por medio de la cual se establece la Política de 
Estado Para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia. Todos por la Infancia y la 
Adolescencia, establece que “El Gobierno nacional creará la Comisión Intersectorial para el 
Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia, en el marco del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar. La Comisión tendrá por objeto la coordinación, articulación y seguimiento de la Política 
Nacional de Infancia y Adolescencia. Así como definir los principios y lineamientos técnicos para 
la implementación nacional y territorial de la Política. La coordinación, articulación y gestión 
intersectorial de esta Política, estará a cargo de la Comisión Intersectorial para el Desarrollo 
Integral en la Infancia y la Adolescencia. El Comité Ejecutivo del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, como la instancia de planificación, coordinación y evaluación del Sistema, definirá el 
esquema de coordinación y seguimiento de esta Política”.

Que el artículo 8º de la Ley 2328 de 2023 dispone que se deberá reglamentar la coordinación 
de funciones entre las Entidades para la aplicación de la Política Nacional de Infancia y 
Adolescencia.

Que el artículo 1º del Decreto número 0627 de 2026, señala que por efecto de la inexequibilidad 
por consecuencia del Decreto número 1074 de 2023, y consecuentemente su inaplicación por 
contrariar la Constitución Política, y en virtud de la reviviscencia normativa, las disposiciones 
legales y reglamentarias que habían establecido la adscripción del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar al Departamento Administrativo de Prosperidad Social.

Que por medio del artículo 1.2.1.1. del Decreto número 1084 de 2015, establece que el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) es un establecimiento público, con personería 
jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio; creado en virtud de la Ley 75 de 1968, 
cuyo objeto es propender y fortalecer la integración y el desarrollo armónico de la familia, 
proteger al menor de edad y garantizarle sus derechos.

Que, con sustento en todo lo precedido, se hace necesaria la creación de la Comisión 
Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia, en el marco del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar, como una instancia de coordinación, articulación y seguimiento 
de la Política Nacional de Infancia y Adolescencia, que pueda definir los principios y lineamientos 
técnicos para la implementación nacional y territorial de la política.

Que, de igual manera se hace necesario la creación del Comité Técnico de la Política de 
Infancia y Adolescencia como instancia encargada de adelantar las orientaciones técnicas y 
preparar la información que servirá como insumo para la coordinación, articulación y gestión 
intersectorial de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

Que, conforme al numeral 8 del artículo 8º de la Ley 1437 de 2011 y al Decreto número 
1081 de 2015 (modificado por el Decreto número 385 de 2026), el deber de publicación previa 
para comentarios aplica únicamente a proyectos específicos de regulación con incidencia externa 
sobre los particulares. En este sentido, y al amparo del artículo 45 de la Ley 489 de 1998, el 
presente acto administrativo es estrictamente de organización y articulación interinstitucional 
interna, por lo que, al no imponer cargas, obligaciones ni restricciones a los ciudadanos, no se 
encuentra sujeto al trámite de consulta pública.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. Créase la Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la 
Infancia y Adolescencia como instancia para la coordinación, articulación, gestión intersectorial 
y seguimiento de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

Artículo 2º. Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia. 
La Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia, es una 
instancia de coordinación y articulación intersectorial de los planes, programas y acciones en 
el marco de la Política de Infancia y Adolescencia, así como de orientación en la definición de 

principios y lineamientos técnicos para su implementación nacional y territorial, en el marco del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), sin perjuicio de las competencias propias de 
las entidades que la conforman y de las funciones rectoras del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF).

Artículo 3º. Conformación. La Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la 
Infancia y Adolescencia estará integrada por los siguientes miembros, los cuales tendrán derecho 
a voz y voto:

1. El (la) delegado (a) del Presidente de la República, que deberá pertenecer al nivel 
directivo.

2. El (la) ministro (a) de Salud y Protección Social o su delegado, que deberá ser un 
viceministro (a).

3. El (la) ministro (a) del Trabajo o su delegado, que deberá ser un viceministro (a).
4. El (la) ministro (a) de Educación Nacional o su delegado, que deberá ser un viceministro 

(a).
5. El (la) ministro (a) de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones o su 

delegado, que deberá ser un viceministro (a).
6. El (la) ministro (a) de las Culturas, las Artes y Los Saberes o su delegado, que deberá 

ser un viceministro (a).
7. El (la) ministro (a) de Ciencia, Tecnología e Innovación o su delegado, que deberá ser 

un viceministro (a).
8. El (la) ministro (a) de Deporte o su delegado, que deberá ser un viceministro (a).
9. El (la) director (a) del Departamento Nacional de Planeación o su delegado (a), que 

deberá pertenecer al nivel directivo.
10. El (la) director (a) del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social o su 

delegado (a), que deberá pertenecer al nivel directivo.
11. El (la) director (a) del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) o su delegado 

(a), que deberá pertenecer al nivel directivo, quien lo presidirá.
12. Un representante de las Organizaciones de Padres de Familia, elegido por ellas mismas.
Parágrafo 1º. A las sesiones convocadas por la Comisión podrán ser invitados funcionarios 

y representantes de entidades públicas o privadas, organizaciones de la sociedad civil con 
experticia en infancia y adolescencia, organismos internacionales de cooperación, así como 
personas naturales o jurídicas cuyo aporte se estime de utilidad para los fines de la Comisión. 
Estos invitados podrán participar con voz, a efectos de que sus recomendaciones sean escuchadas 
en el área de su experticia, sin que ello implique derecho a voto.

Parágrafo 2º. La Comisión Intersectorial tendrá como invitado permanente al (la) Ministro 
(a) de Hacienda y Crédito Público o su delegado (a), con voz, pero sin voto, teniendo en cuenta la 
competencia de la entidad en la definición de los costos para la implementación de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral en la Infancia y la Adolescencia conforme con lo establecido 
en el artículo 13 de la Ley 2328 del 2023.

Parágrafo 3º. Las organizaciones de padres de familia debidamente reconocidas de 
conformidad de la normatividad vigente, en un plazo no mayor a 90 días calendario a partir de la 
publicación del presente decreto, deberán informar la selección del integrante que las represente, 
garantizando criterios de transparencia, representatividad y participación democrática.

Artículo 4º. Funciones de la Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la 
Infancia y Adolescencia. La Comisión Intersectorial tendrá las siguientes funciones:

1. Coordinar y orientar las responsabilidades institucionales de las entidades que 
conforman la Comisión Intersectorial de Infancia y Adolescencia acorde a lo definido por la 
política de estado para el desarrollo integral de Infancia y adolescencia.

2. Presentar propuestas que contribuyan en la construcción de principios, lineamientos 
técnicos, planes y estrategias para la implementación nacional de la Política de Estado para 
el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia, en el marco del Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar.

3. Identificar en el marco del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, mecanismos de 
articulación con organismos, entidades, sociedad civil, academia y comisiones intersectoriales o 
espacios de concertación de grupos sociales o étnicos para la implementación de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia.

4. Recomendar los esquemas de implementación, financiación y cofinanciación entre la 
nación y las entidades territoriales, acorde con las definiciones adoptadas por el Consejo Nacional 
de Política Social (CNPS), así como la gestión de fuentes complementarias, en el marco de la 
atención integral de la infancia y adolescencia, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y de las Entidades Territoriales.

5. Articular acciones para el seguimiento nominal de las atenciones brindadas a cada una 
de las niñas, niños y adolescentes, a través del Sistema de Seguimiento al Desarrollo Integral 
SSDI.

6. Establecer los mecanismos e instrumentos de seguimiento, monitoreo y evaluación 
de la respuesta institucional al cumplimiento de los objetivos de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

7. Aprobar el plan de acción formulado y presentado por el Comité Técnico de la política 
de Infancia y Adolescencia.
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Jueves, 6 de agosto de 2026

dEPartaMEnto adMinistratiVo  
Para la ProsPEridad social

Decretos

DECRETO NÚMERO 1090 DE 2026

(agosto 6)
por el cual se acepta una renuncia y se hace un encargo.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, y en particular las previstas en el numeral 13 del artículo 189 de la Constitución 
Pública, y los artículos 2.2.5.1.1, 2.2.11.1.3·y 2.2.5.4.7 del Decreto número 1083 de 2015, 
y

CONSIDERANDO:
Que el doctor José Luis Pastrana Palacio, identificado con la cédula de ciudadanía 

número 7732323, mediante comunicación de fecha 10 de julio de 2026, presentó renuncia 
al cargo de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la 
Subdirección General de Programas y Proyectos para el Desarrollo Social de la planta de 
personal del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Que ante la vacancia que se genera se hace necesario efectuar un encargo en el empleo 
de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección 
General de Programas y Proyectos para el Desarrollo Social de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Aceptación renuncia. Aceptar la renuncia presentada por el doctor José Luis 
Pastrana Palacio, identificado con la cédula de ciudadanía número 7732323, en el empleo 
de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección 
General de Programas y Proyectos para el Desarrollo Social de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a partir del 7 de agosto de 2026.

Artículo 2º. Encargo. Encargar a partir del 7 de agosto de 2026 al doctor Hernán Iván Martín 
Velásquez, identificado con la cédula de ciudadanía número 79632592, Director Técnico Código 
0100, Grado 24 de la Dirección de Transferencias Monetarias del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad ·Social, de las funciones del empleo de Subdirector de Departamento 
Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección General de Programas y Proyectos 
para el Desarrollo Social de la misma entidad, sin separarse de las funciones propias del cargo 
del cual es titular y hasta que se provea la vacante de manera definitiva.

Artículo 3º. Comunicación. Comunicar este decreto a los señores José Luis Pastrana Palacio 
y Hernán Iván Martín Velásquez, a través de la Oficina de Talento Humano del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social.

Artículo 4º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado a 6 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

Mauricio Rodríguez Amaya.

DECRETO NÚMERO 1091 DE 2026

(agosto 6)
por el cual se acepta una renuncia y se hace un encargo.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, y en particular las previstas en el numeral 13 del artículo 189 de la Constitución 
Pública, y los artículos 2.2.5.1.1, 2.2.11 1.3 y 2.2.5.4.7 del Decreto número 1083 de 2015, 
y

CONSIDERANDO:
Que la doctora Magnolia del Socorro Agudelo Velásquez, identificada con la cédula de 

ciudadanía número 43020663, mediante comunicación de fecha 10 de julio de 2026, presentó 
renuncia al cargo de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 
de la Subdirección General de Inclusión Productiva para la Paz de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Que ante la vacancia que se genera se hace necesario efectuar un encargo en el empleo de 
Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección General 
de Inclusión Productiva para la Paz de la planta de personal del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Aceptación renuncia. Aceptar la renuncia presentada por la doctora Magnolia 
del Socorro Agudelo Velásquez, identificada con la cédula de ciudadanía número 43020663, 

en el empleo de Subdirector de Departamento Administrativo Código 0025, Grado 00 de 
la Subdirección General de Inclusión Productiva para la Paz de la planta de personal del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a partir del 7 de agosto de 2026.

Artículo 2º. Encargo. Encargar a partir del 7 de agosto de 2026 a la doctora Marian Stefany 
Serrano Sánchez, identificada con la cédula de ciudadanía número 1099208262, Director Técnico 
Código 0100, Grado 24 de la Dirección de Economía Popular del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, de las funciones del empleo de Subdirector de Departamento 
Administrativo Código 0025, Grado 00 de la Subdirección General de Inclusión Productiva para 
la Paz de la misma entidad, sin separarse de las funciones propias del cargo del cual es titular y 
hasta que se provea la vacante de manera definitiva.

Artículo 3º. Comunicación. Comunicar este decreto a las señoras Magnolia del Socorro 
Agudelo Velásquez y Marian Stefany Serrano Sánchez, a través de la Oficina de Talento Humano 
del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Artículo 4º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado a 6 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

Mauricio Rodríguez Amaya.

DECRETO NÚMERO 1110 DE 2026

(agosto 6)
por el cual se crea la Comisión lntersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y 

Adolescencia, y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales y 

legales, en especial de las conferidas por el artículo 45 de la Ley 489 de 1998 y los artículos 6º y 
8º de la Ley 2328 del 2023, y

CONSIDERANDO: 
Que el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia reconoce como derechos 

fundamentales de los niños, niñas y adolescentes.
“la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, .la alimentación equilibrada, 

su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la 
educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra 
toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 
laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La 
familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 
exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos 
de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”.

Que, de acuerdo con el artículo 45 ibidem, el adolescente tiene derecho “a la protección y a 
la formación integral. El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en 
los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la 
juventud”.

Que el numeral 1 del artículo 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, aprobada en 
Colombia por la Ley 12 de 1991, establece que: “En todas las medidas concernientes a los niños 
que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá, será el 
interés superior del niño”. 

Que la Ley 7ª de 1979, modificada por el artículo 8º de la Ley 89 de 1988 y reglamentada por 
el Decreto número 2388 de 1979, por la cual se dictan normas para la protección de la Niñez, 
se establece el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, se reorganiza el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones, dispone en los artículos 12 y 13 que el 
Bienestar Familiar es un servicio público a cargo del Estado, que se prestará a través del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), el cual tiene, entre otros fines, promover la integración 
y realización armónica de la familia, así como proteger y garantizar los derechos de la niñez, y 
coordinar las entidades estatales competentes en el manejo de los problemas de la familia y de los 
menores de 18 años.

Que los artículos 3º y 7º de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la 
Infancia y la Adolescencia, disponen que son titulares de derechos todas las personas menores de 
18 años y garantiza la protección integral de los niños, niñas y adolescentes.

Que el artículo 205 de la precitada ley consagra que “el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar como rector del Sistema Nacional del Bienestar Familiar, tiene a su cargo la articulación 
de las entidades responsables de la garantía de los derechos, la prevención de su vulneración, la 
protección y el restablecimiento de los mismos, en los ámbitos nacional, departamental, distrital, 
municipal y resguardos o territorios indígenas”.

Que el artículo 2º del Decreto número 936 del 2013, define el Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar como “...el conjunto de agentes, instancias de coordinación y articulación y de 
relaciones existentes entre estos para dar cumplimiento a la protección integral de los niños, 
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niñas y adolescentes y el fortalecimiento familiar en los ámbitos nacional, departamental, 
distrital, municipal”.

Que el artículo 6º del Decreto número 936 del 2013, estableció que:
...el Sistema Nacional de Bienestar Familiar operará en los ámbitos nacional, departamental, 

distrital y municipal congregando instancias de decisión, operación, desarrollo técnico y 
participación a los agentes públicos, privados, de la sociedad civil, comunitarios del tercer sector 
y de la cooperación nacional e internacional que hacen parte del mismo.

Además, se establecerán planes de acción anual en los distintos ámbitos con el fin de 
organizar las acciones de los integrantes del _Sistema en tomo al cumplimiento de los objetivos 
del (...) [SNBF].

Que el Consejo Nacional de Política Social en junio de 2018 aprobó la Política Nacional de 
Infancia y Adolescencia 2018-2030, la cual tiene como finalidad contribuir al desarrollo integral 
de las niñas, niños y adolescentes, y generar condiciones de bienestar, acceso a oportunidades con 
equidad, incidencia de las niñas, niños y adolescentes en la transformación del país.

Que en el documento Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia 
Mundial de la Vida”, que hace parte integral de la Ley 2294 de 2023, en el capítulo “Crece la 
Generación para la Paz y la Vida: Niñas, niños y adolescentes protegidos y con oportunidades”, 
establece que Colombia requiere de instituciones modernas y un cambio profundo en la manera 
como se implementan las políticas públicas. Es por ello que, el Gobierno nacional promoverá 
el desarrollo integral de la infancia y adolescencia, fortaleciendo la implementación de la 
Política Nacional de Infancia y Adolescencia 2018-2030, promoviendo la protección integral y 
restablecimiento de los derechos de la infancia desde una perspectiva de enfoque intersectorial. 
De igual forma, se ampliará la jornada escolar y se protegerán las trayectorias de vida y educativas.

Que el artículo 6º de la Ley 2328 de 2023, por medio de la cual se establece la Política de 
Estado Para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia. Todos por la Infancia y la 
Adolescencia, establece que “El Gobierno nacional creará la Comisión Intersectorial para el 
Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia, en el marco del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar. La Comisión tendrá por objeto la coordinación, articulación y seguimiento de la Política 
Nacional de Infancia y Adolescencia. Así como definir los principios y lineamientos técnicos para 
la implementación nacional y territorial de la Política. La coordinación, articulación y gestión 
intersectorial de esta Política, estará a cargo de la Comisión Intersectorial para el Desarrollo 
Integral en la Infancia y la Adolescencia. El Comité Ejecutivo del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, como la instancia de planificación, coordinación y evaluación del Sistema, definirá el 
esquema de coordinación y seguimiento de esta Política”.

Que el artículo 8º de la Ley 2328 de 2023 dispone que se deberá reglamentar la coordinación 
de funciones entre las Entidades para la aplicación de la Política Nacional de Infancia y 
Adolescencia.

Que el artículo 1º del Decreto número 0627 de 2026, señala que por efecto de la inexequibilidad 
por consecuencia del Decreto número 1074 de 2023, y consecuentemente su inaplicación por 
contrariar la Constitución Política, y en virtud de la reviviscencia normativa, las disposiciones 
legales y reglamentarias que habían establecido la adscripción del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar al Departamento Administrativo de Prosperidad Social.

Que por medio del artículo 1.2.1.1. del Decreto número 1084 de 2015, establece que el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) es un establecimiento público, con personería 
jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio; creado en virtud de la Ley 75 de 1968, 
cuyo objeto es propender y fortalecer la integración y el desarrollo armónico de la familia, 
proteger al menor de edad y garantizarle sus derechos.

Que, con sustento en todo lo precedido, se hace necesaria la creación de la Comisión 
Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia, en el marco del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar, como una instancia de coordinación, articulación y seguimiento 
de la Política Nacional de Infancia y Adolescencia, que pueda definir los principios y lineamientos 
técnicos para la implementación nacional y territorial de la política.

Que, de igual manera se hace necesario la creación del Comité Técnico de la Política de 
Infancia y Adolescencia como instancia encargada de adelantar las orientaciones técnicas y 
preparar la información que servirá como insumo para la coordinación, articulación y gestión 
intersectorial de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

Que, conforme al numeral 8 del artículo 8º de la Ley 1437 de 2011 y al Decreto número 
1081 de 2015 (modificado por el Decreto número 385 de 2026), el deber de publicación previa 
para comentarios aplica únicamente a proyectos específicos de regulación con incidencia externa 
sobre los particulares. En este sentido, y al amparo del artículo 45 de la Ley 489 de 1998, el 
presente acto administrativo es estrictamente de organización y articulación interinstitucional 
interna, por lo que, al no imponer cargas, obligaciones ni restricciones a los ciudadanos, no se 
encuentra sujeto al trámite de consulta pública.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. Créase la Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la 
Infancia y Adolescencia como instancia para la coordinación, articulación, gestión intersectorial 
y seguimiento de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

Artículo 2º. Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia. 
La Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y Adolescencia, es una 
instancia de coordinación y articulación intersectorial de los planes, programas y acciones en 
el marco de la Política de Infancia y Adolescencia, así como de orientación en la definición de 

principios y lineamientos técnicos para su implementación nacional y territorial, en el marco del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), sin perjuicio de las competencias propias de 
las entidades que la conforman y de las funciones rectoras del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF).

Artículo 3º. Conformación. La Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la 
Infancia y Adolescencia estará integrada por los siguientes miembros, los cuales tendrán derecho 
a voz y voto:

1. El (la) delegado (a) del Presidente de la República, que deberá pertenecer al nivel 
directivo.

2. El (la) ministro (a) de Salud y Protección Social o su delegado, que deberá ser un 
viceministro (a).

3. El (la) ministro (a) del Trabajo o su delegado, que deberá ser un viceministro (a).
4. El (la) ministro (a) de Educación Nacional o su delegado, que deberá ser un viceministro 

(a).
5. El (la) ministro (a) de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones o su 

delegado, que deberá ser un viceministro (a).
6. El (la) ministro (a) de las Culturas, las Artes y Los Saberes o su delegado, que deberá 

ser un viceministro (a).
7. El (la) ministro (a) de Ciencia, Tecnología e Innovación o su delegado, que deberá ser 

un viceministro (a).
8. El (la) ministro (a) de Deporte o su delegado, que deberá ser un viceministro (a).
9. El (la) director (a) del Departamento Nacional de Planeación o su delegado (a), que 

deberá pertenecer al nivel directivo.
10. El (la) director (a) del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social o su 

delegado (a), que deberá pertenecer al nivel directivo.
11. El (la) director (a) del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) o su delegado 

(a), que deberá pertenecer al nivel directivo, quien lo presidirá.
12. Un representante de las Organizaciones de Padres de Familia, elegido por ellas mismas.
Parágrafo 1º. A las sesiones convocadas por la Comisión podrán ser invitados funcionarios 

y representantes de entidades públicas o privadas, organizaciones de la sociedad civil con 
experticia en infancia y adolescencia, organismos internacionales de cooperación, así como 
personas naturales o jurídicas cuyo aporte se estime de utilidad para los fines de la Comisión. 
Estos invitados podrán participar con voz, a efectos de que sus recomendaciones sean escuchadas 
en el área de su experticia, sin que ello implique derecho a voto.

Parágrafo 2º. La Comisión Intersectorial tendrá como invitado permanente al (la) Ministro 
(a) de Hacienda y Crédito Público o su delegado (a), con voz, pero sin voto, teniendo en cuenta la 
competencia de la entidad en la definición de los costos para la implementación de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral en la Infancia y la Adolescencia conforme con lo establecido 
en el artículo 13 de la Ley 2328 del 2023.

Parágrafo 3º. Las organizaciones de padres de familia debidamente reconocidas de 
conformidad de la normatividad vigente, en un plazo no mayor a 90 días calendario a partir de la 
publicación del presente decreto, deberán informar la selección del integrante que las represente, 
garantizando criterios de transparencia, representatividad y participación democrática.

Artículo 4º. Funciones de la Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la 
Infancia y Adolescencia. La Comisión Intersectorial tendrá las siguientes funciones:

1. Coordinar y orientar las responsabilidades institucionales de las entidades que 
conforman la Comisión Intersectorial de Infancia y Adolescencia acorde a lo definido por la 
política de estado para el desarrollo integral de Infancia y adolescencia.

2. Presentar propuestas que contribuyan en la construcción de principios, lineamientos 
técnicos, planes y estrategias para la implementación nacional de la Política de Estado para 
el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia, en el marco del Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar.

3. Identificar en el marco del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, mecanismos de 
articulación con organismos, entidades, sociedad civil, academia y comisiones intersectoriales o 
espacios de concertación de grupos sociales o étnicos para la implementación de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia.

4. Recomendar los esquemas de implementación, financiación y cofinanciación entre la 
nación y las entidades territoriales, acorde con las definiciones adoptadas por el Consejo Nacional 
de Política Social (CNPS), así como la gestión de fuentes complementarias, en el marco de la 
atención integral de la infancia y adolescencia, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y de las Entidades Territoriales.

5. Articular acciones para el seguimiento nominal de las atenciones brindadas a cada una 
de las niñas, niños y adolescentes, a través del Sistema de Seguimiento al Desarrollo Integral 
SSDI.

6. Establecer los mecanismos e instrumentos de seguimiento, monitoreo y evaluación 
de la respuesta institucional al cumplimiento de los objetivos de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

7. Aprobar el plan de acción formulado y presentado por el Comité Técnico de la política 
de Infancia y Adolescencia.
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8. Aprobar el informe anual de seguimiento a la implementación de la Política de Estado 
para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia, el cual será presentado ante el 
Congreso de la República.

9. Conformar las mesas técnicas de trabajo que considere necesarias para la gestión de la 
Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia.

10. Coordinar los mecanismos para la implementación de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia, en concordancia con las competencias en 
materia de garantía de derechos de niñas, niños y adolescentes de las entidades territoriales.

11. Coordinar con la Comisión Intersectorial para la Atención Integral de la Primera Infancia 
(CIPI) y la Mesa Técnica Nacional de Familias, la implementación articulada de las políticas de 
Estado de Infancia y Adolescencia, de primera infancia y la política de Fortalecimiento familiar, 
respectivamente.

12. Definir los mecanismos para la implementación territorial de la Política de Estado para 
el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia, en concordancia con las competencias en 
materia de garantía de derechos de niñas, niños y adolescentes de las entidades territoriales.

13. Definir y expedir su propio reglamento.
14. Las demás funciones que sean propias a la naturaleza de la coordinación y orientación 

de su actividad, incluyendo la recomendación de lineamientos técnicos para llevar a cabo dichas 
funciones.

15. El delegado (a) de cada entidad difundirá al interior de esta los acuerdos, directrices, 
lineamientos técnicos y recomendaciones de la Comisión para garantizar que cada sector ejecute 
y cumpla adecuadamente los objetivos de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la 
Infancia y Adolescencia.

Artículo 5º. Sesiones. La Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia 
y Adolescencia se reunirá de manera presencial o virtual, ordinariamente de manera trimestral 
previa convocatoria realizada por la Secretaría Técnica y, extraordinariamente, a solicitud del(la) 
presidente(a) de la comisión.

Artículo 6º. Quorum. La Comisión Intersectorial para el Desarrollo Integral en la Infancia y 
Adolescencia podrá sesionar con la mitad más uno de sus miembros y las decisiones se adoptarán 
por mayoría simple, es decir, con la mitad más uno de los asistentes a la sesión.

Artículo 7º. Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial y el Comité técnico. La 
Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial y el Comité técnico para el Desarrollo Integral 
de la Infancia y Adolescencia la ejercerá la Dirección Nacional del Sistema de Bienestar Familiar 
del ICBF, y tendrá las siguientes funciones:

1. Convocar a los integrantes de la Comisión y el Comité técnico, así como a los invitados 
a las sesiones ordinarias y extraordinarias, previa instrucción del presidente de la Comisión.

2. Preparar la agenda de cada sesión y someter a consideración de la comisión los temas 
prioritarios que requieran discusión.

3. Elaborar y suscribir las actas de cada sesión de la Comisión y hacer seguimiento al 
cumplimiento de las decisiones, recomendaciones, acuerdos y compromisos que se adquieran.

4. Recibir y dar trámite a las propuestas que sean presentadas por los integrantes de la 
Comisión y articular las iniciativas que se propongan.

5. Brindar apoyo administrativo y operativo para la coordinación de las entidades que 
integran la Comisión Intersectorial y en la implementación de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia.

6. Presentar para la aprobación de la Comisión, el Plan de Acción Anual de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia.

7. Elaborar de manera coordinada con las demás entidades que hacen parte de la Comisión, 
el informe anual de seguimiento a la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia 
y la Adolescencia y establecer los lineamientos y recomendaciones para su elaboración.

8. Organizar el archivo y custodia de las actas y demás documentos producidos en el 
desarrollo de las sesiones de la instancia.

9. Las demás funciones que sean propias de su carácter de apoyo y soporte técnico, o que 
le sean asignadas por la Comisión.

Artículo 8º. Comité Técnico de la Política de Infancia y Adolescencia. Créase el Comité 
Técnico de la Política de Infancia y Adolescencia como instancia de apoyo a la Comisión 
Intersectorial, encargado de adelantar las orientaciones técnicas y preparar la información que 
servirá como insumo para la coordinación, articulación y gestión intersectorial de la Política de 
Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia.

Artículo 9º. Conformación del Comité Técnico. El Comité Técnico estará integrado por:
1. Un delegado (a) del Presidente de la República.
2. Un delegado (a) del Ministerio de Salud y Protección Social.
3. Un delegado (a) del Ministerio de Trabajo.
4. Un delegado (a) del Ministerio de Educación Nacional.
5. Un delegado (a) del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.
6. Un delegado (a) del Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes.
7. Un delegado (a) del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.
8. Un delegado (a) del Ministerio de Deporte.

9. Un delegado (a) del Departamento Nacional de Planeación.

10. Un delegado (a) del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

11. Un delegado (a) del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

12. Un delegado (a) de las Organizaciones de Padres de Familia.

Parágrafo 1º. La delegación de los integrantes al Comité técnico será realizada por el/la 
directivo/a de manera formal y por escrito, por parte del miembro que asiste a la Comisión.

Parágrafo 2º. El Comité podrá invitar a las reuniones a representantes de entidades 
públicas, organismos públicos, organismos internacionales de cooperación y asistencia técnica, 
organizaciones sociales y expertos naturales y/o jurídicos, con reconocida experiencia en infancia, 
adolescencia o temas afines, cuyo aporte se estime de utilidad de conformidad con los asuntos 
tratados en cada sesión.

Artículo 10. Funciones del Comité Técnico. El Comité Técnico tendrá las siguientes 
funciones:

1. Presentar recomendaciones técnicas a la Comisión para la coordinación y la articulación 
intersectorial de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

2. Apoyar la formulación y hacer seguimiento al Plan de Acción de la Política de Estado 
para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

3. Formular y presentar a la Comisión los lineamientos técnicos para la evaluación de la 
Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y Adolescencia.

4. Apoyar el seguimiento a las metas y a los compromisos de las entidades, concertados 
en la Comisión y en el Comité Técnico, y presentar sus resultados ante el pleno de la comisión.

5. Coordinar la implementación, seguimiento y evaluación anual del Plan de Acción de 
la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Infancia y la Adolescencia, en el marco 
del Sistema Nacional de Bienestar Familiar; y presentar a la Comisión el informe anual de 
seguimiento que se remitirá al Congreso de la República.

6. Formular y presentar a la Comisión el plan de acción anual para la implementación de 
la Política de Estado para el Desarrollo integral de la Infancia y la Adolescencia.

7. Presentar a consideración de la Comisión, los lineamientos técnicos y recomendaciones 
de aquellos asuntos estratégicos para la gestión intersectorial de la política.

8. Recopilar, analizar y difundir información relevante sobre la situación de la infancia 
y la adolescencia en el país, así como sobre el cumplimiento y garantía de derechos y atención 
integral conforme a lo establecido en la Política.

9. Las demás que correspondan a su naturaleza.

Artículo 11. Sesiones del Comité Técnico. El Comité Técnico se reunirá de manera 
ordinaria o extraordinaria, de forma presencial o virtual bimestralmente, previa 
convocatoria realizada por la secretaría técnica o a solicitud de la entidad que lo requiera.

Artículo 12. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 6 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.

El Ministro de Trabajo,

Antonio Eresmid Sanguino Páez.

El Ministro de Educación Nacional,

Daniel Rojas Medellín

La Ministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

Carina Murcia Yela.

La Ministra de las Culturas, las Artes y los Saberes,

Yannai Kadamani Fonrodana.

El Ministro del Deporte (e),

Manuel Emilio Palacios Blandón.

La Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación,

Ángela Yesenia Olaya Requene.

La Directora del Departamento Nacional Planeación,

Natalia Irene Molina Posso.

El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

Mauricio Rodríguez Amaya.

La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Mariela del Socorro Barragán Beltrán.
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suPErintEndEncias

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO SSPD 20261000681915 DE 2026

(agosto 5)
por la cual se establecen las condiciones para el reporte de información de reclamaciones, 
quejas y recursos presentados por los suscriptores o usuarios en sede de los prestadores, 
así como el registro de los puntos de atención presencial y canales de atención habilitados 

por el prestador, a través del Sistema Único de Información (SUI).
El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, y en especial de las conferidas por los numerales 4, 9 y 22 del 
artículo 79 de la Ley 142 de 1994, incluidas sus modificaciones y los numerales 7 y 18 del 
artículo 8° del Decreto número 1369 de 2020 y 

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 y los numerales 4, 9 y 22 del 

artículo 79 de la Ley 142 de 1994, el artículo 14 de la Ley 689 de 2001 y el numeral 
8 del artículo 6° del Decreto número 1369 de 2020, corresponde a la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios establecer, administrar, mantener y operar el registro 
de la información de los prestadores de servicios públicos domiciliarios, denominado 
Sistema Único de Información  (SUI), el cual se surte de la información proveniente de los 
prestadores sujetos a su inspección, vigilancia y control.

Que el Sistema Único de Información (SUI), es para cada uno de los servicios públicos 
domiciliarios, así como para las actividades inherentes y complementarias a los mismos, 
y tiene entre sus propósitos servir de base para el ejercicio de las funciones de inspección, 
vigilancia y control de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, apoyar 
las funciones asignadas a las comisiones de regulación y facilitar información completa, 
precisa y oportuna sobre las actividades y operaciones relacionadas con la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios, en los términos del numeral 9.4 del artículo 9° de la Ley 
142 de 1994. Que el artículo 79 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 13 de la 
Ley 689 de 2001, atribuye a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios la 
competencia para evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa de los prestadores 
de servicios públicos domiciliarios sujetos a su control, de acuerdo con los indicadores 
definidos por las comisiones de regulación.

Que algunos de dichos indicadores de gestión, protección al usuario y calidad en la 
prestación del servicio requieren contar con información relacionada con las reclamaciones, 
quejas y recursos presentados por los suscriptores o usuarios ante los prestadores de 
servicios públicos domiciliarios, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 152, 
153 y 154 de la Ley 142 de 1994

Que, conforme con lo anterior, fueron expedidas las Resoluciones SSPD 
20061300002305 del 2 de febrero de 2006, SSPD 20094000015085 del 11 de junio de 
2009, SSPD 20102400008055 de 2010 y 20101300048765 del 14 de diciembre de 2010, 
a través de las cuales se estableció el reporte de información sobre peticiones, quejas y 
recursos de los suscriptores o usuarios de todos los servicios públicos domiciliarios, a 
través del Sistema Único de Información - SUI, y regulaban otros aspectos adicionales de 
dicho sistema.

Que, las citadas resoluciones fueron derogadas por la Resolución 20151300054575 
del 18 de diciembre de 2015 “Por la cual se establece el reporte de información de los 
derechos de petición, quejas y recursos, presentados por los suscriptores o usuarios a 
través del Sistema Único de Información (SUI)”, que a su vez fue modificada por las 
Resoluciones 20161300011295 de 28 de abril de 2016 y la Resolución 20188000076635 
de 22 de junio de 2018.

Que la Ley 1755 de 2015, establece que las quejas y reclamos se atenderán bajo los 
principios, términos y procedimientos previstos para el derecho de petición, y que el 
seguimiento a la atención de las reclamaciones, quejas y recursos por parte de los prestadores 
constituye un insumo necesario para la adopción de medidas de inspección, vigilancia y 
control (IVC) por parte de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.

Que en el artículo 22 del Decreto número 1369 de 2020, son funciones de la 
Superintendencia Delegada para la Protección del Usuario y la Gestión del Territorio, 
elaborar, dirigir y coordinar la supervisión de los mecanismos para la atención, trámite 
y resolución de las reclamaciones y quejas contra las entidades vigiladas por las 
vulneraciones a los derechos de los usuarios de los servicios públicos domiciliarios, 
conforme los criterios definidos por la Superintendencia.

Que a su vez en el artículo 24 del anterior decreto se establece que las Direcciones 
Territoriales deben supervisar a las entidades vigiladas con el objeto de identificar las 
conductas que atenten contra los usuarios de los servicios públicos domiciliarios, así como 
aplicar los mecanismos de atención, trámite y resolución de las reclamaciones y quejas por 
las vulneraciones a los derechos de los usuarios de los servicios públicos domiciliarios.

Que de conformidad con lo dispuesto en la Resolución SSPD número 321 de 2003, 
los prestadores de servicios públicos domiciliarios deben reportar a la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios, a través del Sistema Único de Información (SUI), la 
información requerida para el ejercicio de las funciones de IVC.

Que la Resolución CREG número 108 de 1997, en desarrollo de lo dispuesto en 
los artículos 152 y siguientes de la Ley 142 de 1994, señala los criterios generales de 
protección de los derechos de los usuarios de los servicios públicos domiciliarios de 
energía eléctrica y gas combustible por red física, y establece que las peticiones, quejas 
y recursos presentados por los suscriptores o usuarios deben ser atendidos, tramitados y 
resueltos en sede del prestador. Que la Resolución CREG número 023 de 2008 establece 
el Reglamento de Distribución y Comercialización Minorista de Gas Licuado de Petróleo 
(GLP), en el cual se regulan, entre otros aspectos, los contratos de servicios públicos y la 
atención comercial de los usuarios de dicho servicio

Que de acuerdo con lo establecido en la Resolución CRA número 943 de 2021, se hace 
necesario contar con información clara, estandarizada y verificable sobre las reclamaciones 
por facturación y prestación de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo, 
incluyendo aquellas resueltas en segunda instancia, con el fin de permitir la verificación 
del régimen de calidad, la aplicación de descuentos y el seguimiento de los indicadores 
regulatorios; información que deberá ser reportada conforme a los lineamientos y 
condiciones que establezca la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios a 
través del SUI.

Que, de acuerdo al artículo 153 de la Ley 142 de 1994, los prestadores de servicios 
públicos domiciliarios constituirán una “Oficina de Peticiones, Quejas y Recursos”, la 
cual tiene la obligación de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos 
y recursos verbales o escritos que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores 
potenciales en relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa.

Que es claro que las empresas de servicios públicos domiciliarios ejercen prerrogativas 
de autoridad pública -debido a la calidad del servicio que prestan- al definir controversias 
con el usuario, declarar un derecho concreto o resolver el recurso de reposición. Por 
consiguiente, estas entidades se rigen por lo dispuesto en el artículo 2° de la Ley 1437 de 
2011 (CPACA) en esos eventos. Por tanto, a los Prestadores le es aplicable, entre otros, el 
artículo 7° del CPACA.

Que, el numeral 2 del artículo 7° de la Ley 1437 de 2011, establece como un deber 
el garantizar atención personal al público, como mínimo durante cuarenta (40) horas a la 
semana, las cuales se distribuirán en horarios que satisfagan las necesidades del servicio.

Que, en atención a la evolución normativa, regulatoria y operativa del Sistema Único 
de Información (SUI), se hace necesario expedir una resolución integral que consolide, 
precise y estandarice el reporte de la información relacionada con las reclamaciones, 
quejas y recursos presentados por los suscriptores o usuarios, así como el registro de los 
puntos de atención presencial y canales de atención habilitados para la atención de los 
usuarios, garantizando claridad para los prestadores y utilidad efectiva de la información 
para el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control de la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios. 

Que, en mérito de lo expuesto, 
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto. La presente resolución tiene por objeto establecer y reglamentar 
los lineamientos, condiciones, estructura y periodicidad para el reporte de información 
sobre las reclamaciones, quejas y recursos presentados por los suscriptores o usuarios en 
sede de los prestadores de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, 
aseo, energía eléctrica, gas combustible por redes y gas licuado del petróleo (GLP), así 
como el registro de los puntos de atención presencial y canales de atención habilitados por 
el prestador, en el Sistema Único de Información (SUI)

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de la presente resolución aplican 
a todos los prestadores de servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, 
aseo, energía eléctrica, gas combustible por redes y gas licuado de petróleo (GLP), que 
desarrollen la actividad de comercialización o atención a usuarios finales.

La obligación de reporte establecida en la presente resolución será exigible a dichos 
prestadores independientemente de su naturaleza jurídica, ámbito territorial de operación, 
tamaño del prestador, de conformidad con lo previsto en la Ley 142 de 1994, la regulación, 
y las demás disposiciones que la modifiquen, adicionen, sustituyan o reglamenten.

Parágrafo. Se exceptúan de la aplicación de esta resolución a los prestadores del 
servicio público de aseo que desarrollan la actividad de aprovechamiento, en consideración 
que este reporte deberá realizarse a través del aplicativo Aprovechamiento App, dentro del 
Sistema Único de Información (SUI).

Artículo 3°. Definiciones para el Reporte de Información. Para los efectos de la 
presente resolución y del reporte de información al Sistema Único de Información (SUI), 
se deberá realizar atendiendo a la estructura definida por esta Superintendencia en los 
Anexos A y B, así como las definiciones operativas para el cargue y agrupación de la 
información, que se adoptan a continuación, así:

Reclamación: Es la inconformidad presentada a través de peticiones por el suscriptor o 
usuario ante el prestador de servicios públicos domiciliarios mediante la cual controvierte 
la negativa del contrato, suspensión, terminación, corte y facturación que realice la 
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